[image: image1.png]


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, mayo diecisiete de dos mil dieciséis
Expediente 66001-22-13-000-2016-00553-00
Acta N° 232 de mayo 17 de 2016
Decide la Sala la acción de tutela promovida por Samuel Antonio León Ríos, en contra de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional y la Seccional Sanidad Risaralda de la misma institución.
ANTECEDENTES

 Samuel Antonio León Hoyos, quien actúa por conducto de apoderada judicial,  acudió a esta vía en aras de la protección de los derechos constitucionales fundamentales “a la Salud, el diagnóstico, la Seguridad Social, petición y el Debido Proceso” (sic)”, de los que es titular y que estima conculcados por las entidades a las que demandó.
Relató, en síntesis, que después de haber servido a la institución durante algo más de 22 años, solicitó su retiro voluntario, que le fue concedido mediante Resolución No. 02717 del 2 de agosto de 2012, y dentro de los términos de ley, inició los exámenes obligatorios de retiro requerido para la definición de su situación médica y sus correspondientes prestaciones; a pesar de que la ley determina un plazo perentorio para tal evento, han transcurrido ya un poco más de 3 años, sin que así se proceda. Agregó que ha elevado varias peticiones, la última el 17 de febrero del presente año, y le fue respondido por la Jefe Sanidad del Departamento de Policía Risaralda, pero sin ofrecer solución alguna, pues a sabiendas de la corta vida útil de los conceptos médicos, no se han agilizado los trámites; asimismo, se han excluido de sus valoraciones, una serie de padecimientos, con el argumento de que no fueron relacionados al momento de iniciar el procedimiento, entre ellos, el de la capacidad psicológica, y se niega la práctica de los respectivos exámenes; además, para el año de 1993 sufrió una lesión de rodilla, durante un partido de fútbol que se efectuaba en desarrollo de un campeonato ordenado por el comando de la Unidad, y no ha sido calificada en forma definitiva, a pesar del aviso y las solicitudes para ello; ha estado atento a su proceso desde el 12 de septiembre de 2012, fecha en la que inició, pero actualmente es incierta su situación de retiro.
Pidió, por tanto, el amparo de los derechos invocados, y como consecuencia de ello, que se ordene la práctica de los exámenes de retiro y la integración de la Junta Médico Laboral, con el fin de que valoren y registren las secuelas definitivas de las lesiones y afecciones sufridas por el actor; asimismo, para que se determine la disminución de su capacidad laboral y se fijen los correspondientes índices de lesión si hay lugar a ello, incluyendo todas aquellas afecciones por las cuales ha sido tratado por el personal médico adscrito a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional y que se encuentran registrados en la correspondiente historia clínica; que se profiera el correspondiente acto administrativo con expresión concreta de las disminuciones de la capacidad psico-física del mismo y las prestaciones a que hubiere lugar.
Con la demanda aportó copias, entre otras,  de las solicitudes que ha elevado y de la respuesta última recibida, en la que se le hizo saber que su proceso inició el 14 de septiembre de 2012, las patologías a tener en cuenta por el médico laboral corresponden a las de valoración al momento en que el uniformado declara lo de su retiro y no las posteriores; que la Junta Médico Laboral, calificará la secuelas definitivas para determinar la disminución de la capacidad laboral y que ello no puede ocurrir hasta tanto el paciente haya cumplido los procedimientos y tratamientos necesarios para la mayor recuperación de su salud, y es así como aún no puede ser enviado a Junta Médico Laboral, porque se encuentran pendientes  infiltraciones en la columna y una cirugía por especialidad de otorrinolaringología, los que una vez se realicen, dará lugar a la respectiva remisión del expediente.
A la petición se le dio trámite y se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa. 
Así lo hizo la Jefe Seccional Sanidad (E) quien expresó, en resumen, que la entidad, con el fin de garantizar la prestación de los servicios asistenciales a sus usuarios, ha dispuesto los recursos necesarios para brindar la atención médica, odontológica, quirúrgica y farmacéutica pertinente; aludió a la misma situación que le fue respondida al accionante en respuesta al derecho de petición final impetrado; además, que la última valoración del día 28 de abril del presente año, en la que presentó el reporte de procedimiento de bloqueo epidural, quedó pendiente de control por neurología, con lo que se demuestra que no se están vulnerando los derechos al accionante y que el proceso se está llevando a cabo, con el fin de proceder a programar la junta médica que defina su situación de retiro; trajo a colación unas normas relacionadas y solicitó que “NEGAR por improcedente” la acción propuesta.
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



En ejercicio de esa garantía, acudió Samuel Antonio León Ríos, en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, teniendo presente que la parte demandada no gestiona todo lo de rigor, en aras de que pueda ser calificado por la Junta Médico Laboral, que ha de valorar la secuelas definitivas de las lesiones y afecciones sufridas para determinar la disminución de su capacidad laboral, y las prestaciones a que hubiere lugar.
  



Se sabe que los derechos a la salud y a la vida en condiciones dignas son fundamentales según lo viene precisando de antaño la máxima corporación constitucional
 y así lo reconoce ahora el artículo 2° de la Ley 1751 de 2015, aspecto sobre el que nada se controvierte, como tampoco sobre la necesidad del trámite y seguimiento médico laboral al que debe ser sometido el actor con ocasión de su retiro voluntario de la institución accionada, que vienen aparejados, al de la a la seguridad social. 
  



El caso de ahora involucra a una persona que, de acuerdo con lo que enseña la foliatura, pasa por unos serios quebrantos de salud, por los cuales requiere, no solo su debida y oportuna atención para lograr alivianar las dolencias que lo aquejan y obtener una mejor condición de vida, sino, la culminación del proceso médico respectivo para ser remitido a la Junta de Calificación, en aras de determinar la pérdida de su capacidad laboral, suceso que inició desde el año 2012, sin que a la fecha, pasado algo más de 3 años se materialice.
  



Y es que la entidad accionada no indicó, y menos demostró, el porqué de la prolongada dilación en el trámite de esa gestión que pone en juego aquellos derechos del accionante quien, sin justificación alguna, ve cómo transcurre el tiempo, sin lograr la efectividad en la evaluación requerida en pro de ver potencialmente garantizado su derecho a la seguridad social. Ha puntualizado la Corte Constitucional que:

    


“En el proceso de calificación de pérdida de la capacidad laboral, tanto en la fase a cargo del médico laboral como frente a la Junta de Calificación de Invalidez, la normatividad vigente consagró un deber a cargo de las EPS como actor fundamental en el proceso de calificación de la invalidez de remitir la información de carácter médico completa e idónea para sustentar el hecho que motiva el reconocimiento o negación de la pensión de invalidez y si la información enviada no es suficiente y persiste en los calificadores inseguridad o duda debido a que no cuenten con los suficientes elementos de juicio sobre los daños o deterioros sufridos por el solicitante, tales entidades en su deber asistencial deberán practicarle a sus afiliados todos los procedimientos médicos solicitados tales como exámenes, pruebas, valoraciones, revisiones especializadas etc. con el fin de determinar con claridad la incidencia de tal diagnóstico en la pérdida de la capacidad laboral.” 

 

  



Recientemente precisó sobre el particular:

 


“En ese sentido, la jurisprudencia ha identificado que se vulnera el derecho a la valoración de la pérdida de capacidad laboral en diferentes circunstancias. Puede ocurrir cuando se niega la práctica de la valoración, o cuando se imponen barreras injustificadas para la misma, a pesar de que la entidad está obligada a llevarla a cabo. Las dos circunstancias pueden ser violatorias de los derechos fundamentales del accionante. Así también lo han mencionado otros pronunciamientos de esta Corte que además resaltan, que la vulneración se efectúa contra una persona en estado de indefensión. Por ejemplo, la sentencia T-038 de 2011 sostiene:
 
  


“Ahora bien, la vulneración de los derechos fundamentales por la negación del derecho a la valoración no sólo ocurre cuando ésta se niega, sino cuando no se práctica a tiempo, complicando en algunos casos la situación del afectado. En ambos (sic) situaciones la consecuencia de negarlo o dilatarlo en el tiempo afecta gravemente a la dignidad humana poniendo a quien pretende ser beneficiario de la pensión de invalidez en una grave situación de indefensión.”…

    



Líneas jurisprudenciales que se amoldan al presente caso, pues, mírese cómo la Jefe Seccional Sanidad Risaralda (E), dio cuenta de que el proceso médico laboral del señor León Ríos inició desde el 14 de septiembre de 2012, y sin explicación de lo que ha demorado la finalización de la práctica de los exámenes necesarios, indica que de acuerdo con la valoración llevada a cabo el 29 de febrero del presente año, se encuentran pendientes infiltraciones en la columna y una cirugía por la especialidad de otorrinolaringología, así como un control por neurología; sin embargo, no precisa cuándo se llevarán a cabo estos procedimientos, lo que acrecienta la incertidumbre que hasta ahora reina dentro de los trámites previos para llegar a la esperada etapa de calificación de la pérdida de capacidad laboral del demandante. 
Con esas omisiones, no se requieren mayores esfuerzos para establecer, tal como se advirtiera, el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados, lo que justifica la intervención del juez constitucional, toda vez que aunque el demandante ha recibido algunos servicios, se han extendido en el tiempo de manera considerable, lo que pone al descubierto, la alegada vulneración.
En consecuencia, se concederá la protección reclamada y se le ordenará a la parte accionada, por conducto del Director de Sanidad, coronel Hugo Casas Velásquez y de la Jefe de Sanidad Seccional Risaralda, o quienes hagan sus veces, que dentro del ámbito de sus competencias, y dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo procedan a adelantar las gestiones necesarias para que al demandante le sean practicados todos los exámenes requeridos para que se proceda a la calificación de pérdida de capacidad laboral, los que deberán, en todo caso, culminar en un lapso no superior a treinta (30) días.
 



DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo impetrado por Samuel Antonio León Ríos, en contra de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional y la Seccional Sanidad Risaralda de la misma institución
En consecuencia, se ordena al Director de Sanidad, coronel Hugo Casas Velásquez y a la Jefe de Sanidad Seccional Risaralda, o quienes hagan sus veces, que dentro del ámbito de sus competencias, y dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, procedan a adelantar las gestiones necesarias para que al demandante le sean practicados todos los exámenes requeridos para que se proceda a la calificación de pérdida de capacidad laboral, los cuales, en todo caso, deberán culminar en un lapso no superior a treinta (30) días.
De ello se dará cuenta a esa Sala.





Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Una vez regrese el expediente, archívese sin más trámite si no hay impugnación o revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
          DUBERNEY GRISALES HERRERA
�  Sentencias T-016 y T-760 de 2007


� Sentencia T-854 de 2010


� Sentencia T-399 de 2015
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